
RESOLUCIÓN 8/2024 DE PROCEDIMIENTO INICIADO POR DENUNCIA 
DE INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES DE PUBLICIDAD ACTIVA 

Denuncia 136/2023

Persona denunciante
XXX 

Entidad denunciada
Gerencia  Municipal  de  Urbanismo,  Obras  e  Infraestructuras del
Ayuntamiento de Málaga  

Artículos 
2, 3, 6, 7, 9, 23 y 24 LTPA

Normativa y abreviaturas
Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía
(LTPA);  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPACAP)

ANTECEDENTES

Primero. El 9 de agosto de 2023, tuvo entrada en el Consejo de Transparencia y Protección de
Datos de Andalucía (en adelante,  el Consejo) una denuncia  formulada por  la  persona indicada
contra la Gerencia Municipal de Urbanismo, Obras e Infraestructuras del Ayuntamiento de Málaga,
basada en los siguientes hechos:

“El derecho a la publicidad activa consiste en el derecho de cualquier persona a que los
poderes  públicos  publiquen de forma periódica  y actualizada,  la  información veraz cuyo
conocimiento sea relevante para garantizar la transparencia de su actividad relacionada con
el funcionamiento y control de la actuación pública [art. 7 b) de la Ley 1/2014, de 24 de
junio,  de  Transparencia  Pública  de  Andalucía  (en  adelante,  LTPA)].  De  este  modo  las
entidades públicas tienen la obligación  de publicar  en las sedes electrónicas,  portales  o
páginas web, la información que le exige la normativa de transparencia.

“Es  por  tanto  el  motivo  de  esta  denuncia,  el  incumplimiento  de  las  obligaciones  de
publicación relevante de forma veraz, objetiva y actualizada -Publicidad Activa- por parte del
Registro  Municipal  de  Solares  y  Edificaciones  Ruinosas  -RMSER-  de  la  GMU  (Gerencia
Municipal  de  Urbanismo)  del  Ayuntamiento  de  Málaga,  esencial  para  garantizar  la
transparencia  del  buen  funcionamiento  del  mismo,  así  como el  control  de  la  actuación
pública  por  parte  de la  ciudadanía  y  de la  sociedad en general,  al  ocultar  expedientes,
especialmente desde el 2019, tal y como se puede constatar de la documentación anexa,
incumpliéndose claramente los artículos 9, 12, 14, 17 ,22 y 24 de la Ley 1/2014, de 24 de
junio, de Transparencia Pública de Andalucía -texto de la Ley: Ley 1/2014, de 24 de junio, de
Transparencia Pública de Andalucía. [Se indica enlace web]- en un claro ocultismo contrario
a la normativa: 

“Decreto  635/1964  de  5  de  Marzo  del  Reglamento  de  Edificación  Forzosa  y  Registro
Municipal  de Solares.  Arts,  8 y ss y de igual  forma recogido  en la  Ordenanza Municipal
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Reguladora  del  RMSER  de  Málaga  (BOP  de  Málaga  14-8-2019),  Art.  3  y  ss,  donde  se
establecen  la  obligatoriedad  de  llevar  un  Libro  Registro  de  carácter  público,  donde  los
ciudadanos puedan tener acceso a los mismos así como obtener certificación del contenido.
Ni que decir tiene que si dicha información está siendo claramente sesgada, incorrecta y
obsoleta, se desvirtúa gravemente los derechos a la información y transparencia a los que
los ciudadanos tienen pleno derecho,  incumpliéndose gravemente el  objeto de la propia
ordenanza municipal y demás normativa autonómica-Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de
Ordenación Urbanística de Andalucía- LOUA (Arts.150 y ss.), Ley 7/2021, de 1 de diciembre,
de impulso para la sostenibilidad del territorio de Andalucía-LISTA (Art.136)- así como el Real
Decreto Legislativo 7/2015 del TR. De la Ley del Suelo y Rehabilitación. Arts. 49 y 50, Donde
se  establecen  las  reglas  para  exigir  el  cumplimiento  de  los  deberes  de  edificación,
conservación y rehabilitación.

“Por lo que suplico a esta noble institución, tenga por formulada la presente denuncia, así
como los documentos que le acompañan, acordando la admisión de la misma se tramite
como mejor proceda en derecho”.

El escrito de denuncia transcrito se acompaña, a su vez, de un formulario de denuncia en el que de
nuevo se describen los hechos denunciados en los siguientes términos:

“Incumplimiento de las obligaciones de publicación relevante de forma veraz,  objetiva y
actualizada -Publicidad Activa- por parte del Registro Municipal de Solares y Edificaciones
Ruinosas  -RMSER-  de  la  GMU  (Gerencia  Municipal  de  Urbanismo)  del  Ayuntamiento  de
Málaga, esencial para garantizar la transparencia del buen funcionamiento del mismo, así
como control de la actuación pública por parte de la ciudadanía y de la sociedad en general,
al ocultar expedientes, especialmente desde el 2019, [...] incumpliéndose los artículos 9, 12,
14, 17, 22 y 24 de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía. La
normativa legal que más adelante se cita obliga al Ayuntamiento de Málaga a llevar un Libro
Registro, de carácter público, de los expedientes tramitados y en tramitación por el RMSER,
así  como  publicar  en  la  página  web  municipal  un  listado  actualizado  de  los  referidos
expedientes. Como se acredita en la [...] (escritura de acta de requerimiento), actualizado a
junio de 2023 (último publicado hasta la fecha de 31.07.2023, no consta actualización de
julio 2023, existen expedientes tramitados o en tramitación desde el año 1999 hasta el año
2019, sin que conste tramitación de expediente alguno con posterioridad, en los últimos
cuatro años 2020, 2021, 2022 y 2023. 

“Los incumplimientos que se denuncian son la falta de acceso al Libro Registro de carácter
público y la ausencia de publicación de los expedientes que se tramitan, y ello conforme a
continuación se acredita:

“- Ausencia de transparencia del Libro Registro. […]

“- Ausencia de publicación y actualización del listado en la web. [...] existen expedientes en
tramitación, al menos, en los años 2022 y 2023. En el año 2022 se han tramitado al menos
once  expedientes,  el  último  que  nos  consta  en  el  nº11/2022  y,  en  2023,  al  menos,  el
cuantioso número de ciento dos, el último que nos consta es el nº102/2023.

“Pues bien, ninguno de estos cientos de expedientes constan en el listado actualizado de la
web del Ayuntamiento, ni tampoco se ha podido conocer la constancia de los mismos en el
Libro Registro, […] por lo que podemos decir que no tiene el carácter público al que la Ley
obliga.  Las entidades públicas tienen la obligación de publicar en las sedes electrónicas,
portales  o  páginas  web,  la  información  que  le  exige  la  normativa  de  transparencia.  El
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Decreto 635/1964 de 5 de Marzo del Reglamento de Edificación Forzosa y Registro Municipal
de Solares. Arts, 8 y ss y de igual forma recogido en la Ordenanza Municipal Reguladora del
RMSER  de  Málaga  (BOP  de  Málaga  14-8-2019),  Art,  3  y  ss,  donde  se  establece  la
obligatoriedad de llevar un Libro Registro de carácter público, donde los ciudadanos puedan
tener  acceso  a  los  mismos  así  como  obtener  certificación  del  contenido.  Se  está
incumpliendo gravemente el objeto de la propia ordenanza municipal y demás normativa
autonómica-Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía-LOUA
(Arts.150  y  ss.),  Ley  7/2021,  de  1  de  diciembre,  de  impulso  para  la  sostenibilidad  del
territorio de Andalucía-LISTA(Art.136)- así como el Real Decreto Legislativo 7/2015 del TR.
De la Ley del Suelo y Rehabilitación. Arts. 49 y 50, Donde se establecen las reglas para
exigir el cumplimiento de los deberes de edificación, conservación y rehabilitación”.

La denuncia se acompaña de documentación atinente a los hechos descritos.

Segundo. Mediante  escrito  de  fecha  11 de  agosto de 2023,  este  órgano de control puso  en
conocimiento de la persona denunciante que, en relación con la denuncia interpuesta, se procedía
a iniciar la tramitación del procedimiento correspondiente.  

Tercero. Con idéntica fecha, el Consejo concedió a la Gerencia Municipal denunciada un plazo de
15 días al objeto de que formulara las alegaciones que estimara oportunas, así como para que
aportara los documentos y justificaciones que considerara pertinentes en relación con la denuncia
presentada.

Cuarto. El 31 de agosto de 2023, en contestación del requerimiento anterior, tiene entrada en el
Consejo  escrito  de la Concejala  Delegada  de  Urbanismo del  Ayuntamiento  de  Málaga  dando
traslado  del  informe  emitido,  con  fecha  21  de  agosto  de  2023,  por  la  Sección  de  Registro
Municipal  de  Solares  y  Edificaciones  Ruinosas  de  la  Gerencia  Municipal  denunciada, en  los
siguientes términos:

“El portal informático de la Gerencia Municipal de Urbanismo de Málaga, accesible a través
de  la  dirección  [Se  indica  enlace  web],  ofrece  a  la  ciudadanía  en  general  información
relevante acerca de los procesos propios de su materia, incluyendo lo referente al estatuto
jurídico del RMSER y de los supuestos que pueden hacer que una finca sea incluida en el
mismo. Igualmente,  se ofrece un listado descargable,  de actualización  trimestral,  de las
fincas  que  han  sido  objeto  de  inscripción.  A  mayor  abundamiento,  dicho  listado  aporta
información relevante respecto al grado de cumplimiento de sus deberes urbanísticos en
relación a cada inmueble. Así, se transcriben en color azul aquellas fincas que se encuentran
en obras de rehabilitación o nueva planta;  en verde,  aquellas respecto de los cuales se
tramita licencia de obras o figura de planeamiento y,  finalmente,  en rojo,  aquellas cuya
titularidad se encuentra en investigación por parte de la administración.

“También  se  ofrece  copia  descargable  del  acuerdo  del  Consejo  Rector  de  la  Gerencia
Municipal  de Urbanismo de 10  de  marzo  de  2023  en  donde  se  definen  los  objetivos  y
criterios de intervención del RMSER, que partiendo de una evaluación de las actuaciones
previas de dicho órgano, las adapta a las condiciones actuales del parque inmobiliario del
municipio.

“En relación a que esta información, como expresa el denunciante, sea incompleta, sesgada,
incorrecta  u  obsoleta,  o  se  incumplan  de  algún  modo  los  deberes  de  transparencia  o
información pública, mostramos nuestra absoluta disconformidad. Se deduce de su escrito
que  el  denunciante  confunde  inmuebles  inscritos  con  expedientes  tramitados,
presuponiendo que cada expediente conlleva la inscripción automática de un inmueble en el
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listado. No es así. Muchos de los expedientes que se inician, y a los que se les otorga una
numeración, no alcanzan la fase de inclusión de la correspondiente finca en el RMSER o
incluso no tienen por qué venir referidos a un inmueble en particular. Así, por ejemplo, se
otorgó al expediente relativo al acuerdo de consejo que sirve de marco a las actuales del
RMSER el número RS-2023/100, para distinguirlo de los que se tramitan referidos a fincas
concretas.

“No es  cierto,  por  tanto,  que se oculten,  como malinterpreta  el  denunciante,  inmuebles
inscritos que no hayan sido publicados y, mucho menos, que alcancen el centenar. Por otra
parte,  parece  contradictorio  que  el  interesado  denuncie  opacidad  en  el  acceso  a  la
administración mientras dice conocer el número de expedientes en trámite.  

“En  los  últimos  años  han  aumentado  considerablemente  las  solicitudes  de  inclusión  de
inmuebles en el RMSER a instancia de parte. Aunque no cumplan con los requisitos exigibles
o vengan referidas a fincas respecto a las cuales no proceda la aplicación de los trámites
derivados  de  la  inscripción  en  el  RMSER,  dichas  solicitudes  han  dado  lugar  a  muchas
tramitaciones de expedientes que no han culminado con las inscripciones de las respectivas
fincas.

“No obstante, este Servicio ha continuado la tramitación de los expedientes incoados con
anterioridad e iniciando otros nuevos,  resultando que, a día de la fecha,  ninguno de los
expedientes incoados durante los años 2020 inclusive en adelante ha alcanzado la fase de
inclusión  en  el  RMSER,  siendo  la  circunstancia  más  destacable  que  muchos  de  los
propietarios de las fincas afectadas han solicitado tramitación de figura de planeamiento,
licencia de obras o inicio efectivo de los trabajos de nueva construcción durante los meses
de tramitación que median entre la incoación del expediente y la inclusión en el RMSER. Así
pues,  tras  los  primeros  requerimientos,  los  respectivos  propietarios  emprenden  medidas
encaminadas a cumplir con sus deberes urbanísticos, por lo que el expediente entra en fase
de suspensión y seguimiento periódico.

“Esto se corresponde con la realidad del mercado inmobiliario de la ciudad, conocido por un
dinamismo que se nutre de varios tipos de demandas. A la habitual de las familias y de
inversores en viviendas turísticas, se le ha añadido en los últimos tiempos la del nómada
digital  que  elige  nuestra  ciudad  para  teletrabajar.  Salvo  contadas  excepciones,  el  fluir
económico del municipio favorece el proceso edificador en la gran mayoría de los casos, sin
necesidad  de  que  la  administración  intervenga  mediante  la  adopción  de  medidas
coercitivas.

“Los datos de los inmuebles incursos en expedientes que no llegan a inscribirse en el RMSER
no son objeto de publicación en los portales anteriormente indicados, teniendo en cuenta
que debe conciliarse el derecho a la información de los ciudadanos con el derecho de los
propietarios a la protección de aquellos datos cuya publicación resultase lesiva en relación a
su derecho a la propiedad.

“Así pues, no todas las fincas respecto de las que se cursa expediente llegan a la fase de
publicidad  que  conlleva  la  inclusión  en  el  RMSER.  En  contra  de  lo  que  el  denunciante
interpreta,  no  se  está  ocultando  ningún  inmueble  en  el  listado  que  regularmente  este
Ayuntamiento pone a disposición en su portal web, sino que ninguna finca de las incoadas
en dicho periodo ha llegado a la fase de inclusión hasta el momento y, consecuentemente,
no procede su publicación. Por lo tanto, la información que se ofrece no es incorrecta, ni
sesgada, ni obsoleta, como denuncia el interesado, sino la que corresponde a la realidad de
la tramitación de estos expedientes conforme a las circunstancias anteriormente expuestas.
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“En lo que respecta a la publicidad que haya de aplicarse a los inmuebles incluidos en el
RMSER, el denunciante alude a un supuesto incumplimiento de los artículos 9, 12, 14, 17, 22
y 24 de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía.

“A este respecto, se hace constar que, además de la información anteriormente expuesta,
accesible  telemáticamente,  esta  Sección  custodia  el  Libro  de  Registro  de  los  solares  y
edificios  ruinosos,  que  contiene  información  particularizada  de  cada  una  de  las  fincas
inscritas  en el  RMSER, incluyendo planos,  información catastral  y  registral,  así  como los
acuerdos municipales relevantes para su tramitación. Tiene carácter público y es accesible
para  cualquier  ciudadano  que  solicite  su  consulta.  Este  Servicio  expide,  igualmente,
certificados de los acuerdos contenidos en dicho libro a petición de los particulares. Valga
decir que este Servicio ha dado respuesta a la totalidad de las solicitudes recibidas por los
interesados en relación a dicho libro. 

“Entendemos que,  con todo lo  anterior,  se  da  adecuado cumplimiento  a  lo  referente  al
artículo  9 de la Ley 1/2014,  de 24 de junio,  de Transparencia Pública de Andalucía,  por
cuanto  que  la  información  relevante  relativa  al  RMSER se  actualiza  periódicamente,  es
veraz, objetiva, transparente y favorece la participación ciudadana. 

“En lo que respecta al artículo 12, relativo a la Información sobre planificación y evaluación,
se  vuelve  a  hacer  constar  lo  expuesto  líneas  más  arriba:  se  encuentra  accesible
telemáticamente,  a través de la dirección  [Se indica enlace web],  copia del acuerdo del
Consejo Rector de la Gerencia Municipal de Urbanismo de 10 de marzo de 2023 en donde se
definen los objetivos y criterios de intervención del RMSER, adaptados a las condiciones
actuales del parque inmobiliario del municipio, en base a una evaluación de sus actuaciones
previas. 

“En lo referente al artículo 14, de Información sobre procedimientos, cartas de servicio y
participación ciudadana, como también se ha mencionado más arriba, la dirección [Se indica
enlace web] ofrece a la ciudadanía en general información acerca del estatuto jurídico del
RMSER,  los  supuestos  que pueden hacer  que una finca  sea incluida  en el  mismo y las
diversas fases de tramitación de este tipo de expedientes. 

“Además  del  vínculo  general  para  las  solicitudes  referentes  a  los  temas  de  urbanismo,
accesible en la dirección  [Se indica enlace web],  los ciudadanos disponen de un vínculo
específico para las solicitudes de inclusión de fincas en el RMSER, en la dirección [Se indica
enlace web]. Dicha dirección incorpora,  en cinco pestañas,  información general  de dicho
Registro y facilita impresos descargables. La Ordenanza Municipal del RMSER, por su parte,
se  encuentra  igualmente  publicada  en  el  portal  de  Ordenanzas  Administrativas  del
Ayuntamiento: [Se indica enlace web].

“El  artículo  22 trata sobre la Transparencia del  funcionamiento de los gobiernos.  A este
respecto nos remitimos a la información publicada por el Ayuntamiento de Málaga a través
de su portal de Acuerdos [Se indica enlace web] y de Transparencia [Se indica enlace web].
No  obstante,  como  se  ha  mencionado  con  anterioridad,  el  Acuerdo  más  específico  y
relevante para el RMSER, es el adoptado por el Consejo Rector de la Gerencia Municipal de
Urbanismo de 10 de marzo de 2023, que sirve de marco a sus actuaciones y se encuentra
accesible a través del portal de dicho órgano: [Se indica enlace web].

“Se entiende que todo lo referente  al  artículo  17,  de Ampliación  de las obligaciones de
publicidad activa, y al 24, de Derecho de acceso a la información pública, se encuentra ya
respondido con lo anteriormente expuesto.
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“Por último, se hace constar que la información y los medios de participación previstos por
este  Ayuntamiento  para  el  caso  del  RMSER  se  adaptan  al  espíritu  general  y  a  las
especificaciones de la Ley 1/2014 mejor que la generalidad de los municipios de nuestro
entorno,  lo  cual  puede  comprobarse  fácilmente  consultando  sus  respectivos  portales
específicos.

“Así  pues,  a  la  vista  de  lo  anteriormente  expuesto,  solicitamos  que  el  contenido  de  la
denuncia sea completamente desestimado por improcedente”.

Quinto.  El  4 de  octubre de 2023,  tiene entrada en el Consejo  nuevo escrito presentado por la
persona denunciante  reincidiendo en los hechos  ya denunciados,  tras  manifestar  que “[…] se
siguen reproduciendo continuadamente en el tiempo los hechos y circunstancias denunciados”. 

Sexto. Con fecha 23 de octubre de 2023,  el  Consejo acordó la ampliación del plazo máximo de
resolución del procedimiento de denuncia que ahora se concluye, de acuerdo con lo previsto en el
art. 23 LPACAP, poniéndolo en conocimiento de la persona denunciante y de la Gerencia Municipal
denunciada mediante oficios de fecha del día siguiente.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero. La competencia para la resolución de la denuncia interpuesta reside en el Director del
Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía, de acuerdo con lo previsto en el
art. 10.3 b) de los Estatutos del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía
(aprobado por Decreto 434/2015, de 29 de septiembre), y en el art. 48.1 g) LTPA, en conexión con
el art. 23 del mismo texto legal.

Debe destacarse a su vez que, en virtud del art. 16.5 del citado Decreto 434/2015, “[e]l personal
funcionario  del  Consejo,  cuando  realice  funciones  de  investigación  en  materias  propias  de  la
competencia del Consejo, tendrá el carácter de agente de la autoridad”, con las consecuencias
que de aquí se derivan para los sujetos obligados en relación con la puesta a disposición de la
información que les sea requerida en el curso de tales funciones investigadoras. 

Segundo. La presente Resolución se ciñe al análisis de los posibles incumplimientos que plantea
la persona denunciante a la luz de las obligaciones de publicidad activa previstas en la normativa
de transparencia, con el objeto de salvaguardar su “derecho a la publicidad activa” al amparo de
lo dispuesto en el art. 23 LTPA.

Como establece el art. 2 b) LTPA, la publicidad activa consiste en “la obligación de las personas y
entidades a las que hacen referencia los artículos 3 y 5 de hacer pública por propia iniciativa, en
los términos previstos en la presente ley, la información pública de relevancia que garantice la
transparencia  de  su  actividad  relacionada  con  el  funcionamiento  y  control  de  su  actuación
pública”. Exigencia de publicidad activa que comporta que la información “estará disponible en las
sedes electrónicas, portales o páginas web” de los sujetos obligados al cumplimiento de la ley (art.
9.4 LTPA), y que tal publicación se realice “de forma periódica, veraz, objetiva y actualizada” (art.
9.1  LTPA),  garantizando especialmente que la información que se publica atiende al  principio de
«veracidad»,  de tal manera que  la misma “ha de ser cierta y exacta, asegurando que procede de
documentos respecto de los que se ha verificado su autenticidad, fiabilidad, integridad, disponibilidad
y cadena de custodia” [art. 6 e) LTPA].

Pero no sólo constituye una obligación para las entidades sujetas al cumplimiento de la legislación
en  materia  de  transparencia,  pues,  según  establece  el  art.  7  a)  LTPA,  la  publicidad  activa
constituye igualmente un “derecho de cualquier persona a que los poderes públicos publiquen […]
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de  forma periódica  y  actualizada  la  información  veraz  cuyo  conocimiento  sea  relevante  para
garantizar  la  transparencia  de su actividad relacionada con el  funcionamiento  y control  de la
actuación pública”.

En cualquier caso, no cabe confundir este derecho con el  “derecho de acceso a la información
pública” previsto en el art. 24 LTPA,  aunque su  eventual vulneración  sea también  residenciable
ante  el  Consejo  (en  este  caso,  mediante  la  reclamación  correspondiente)  dando  lugar  a  la
tramitación  de un procedimiento  independiente y autónomo respecto al  que tutela la  publicidad
activa.

Tercero. El supuesto de hecho sobre el que versa la denuncia presentada viene determinado por
el presunto incumplimiento de obligaciones de publicidad activa que representa para la persona
denunciante que la Gerencia Municipal de Urbanismo, Obras e Infraestructuras del Ayuntamiento
de Málaga no publique en su página web un listado actualizado de los expedientes incluidos en el
Registro Municipal de Solares y Edificaciones Ruinosas (en adelante, RMSER). 

Con carácter preliminar,  es preciso subrayar  que  la  citada  Gerencia Municipal,  constituida  como
Agencia Pública Administrativa Local —según consta en el art. 1.1 de sus Estatutos—, se encuentra
incluida en el ámbito subjetivo de aplicación de la LTPA, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 3.1: “1.
Las disposiciones de esta ley se aplicarán a: […] e) Los entes instrumentales de derecho público
vinculados o dependientes de las administraciones locales andaluzas y, en particular, las agencias
públicas administrativas locales, las agencias públicas empresariales locales y las agencias locales de
régimen especial”.  

No  obstante,  una  vez  analizados  los  términos  de  la  denuncia se  constata  que  los  hechos
denunciados resultan por completo ajenos al ámbito de la publicidad activa que delimita el marco
normativo  regulador  de  la  transparencia  para  los  sujetos  obligados,  en  tanto  en  cuanto la
información cuya falta de publicación se reprocha —relacionada con los expedientes incluidos en
el citado registro administrativo— no tiene cabida en ninguno de los presupuestos de hecho que
definen las obligaciones de publicidad activa previstas en el Título II LTPA, y que comporta que la
información que en dicho título se contiene estará disponible en las sedes electrónicas, portales o
páginas web de aquéllos.

En consecuencia, la ausencia de divulgación electrónica del listado actualizado de los expedientes
incluidos en el RMSER que refiere la denuncia no puede determinar incumplimiento alguno de las
obligaciones de publicidad activa establecidas en los artículos 9, 12, 14, 17, 22 y 24 de la LTPA
―como pretende la persona denunciante―, al igual como tampoco la de ninguna otra prevista en
el resto de preceptos recogidos en el Título II LTPA.

Ahora  bien,  es  preciso  subrayar  que  lo  anterior no  impide  que  sobre  la  susodicha  Gerencia
Municipal puedan recaer exigencias de publicidad electrónica que puedan venir impuestas por la
correspondiente  normativa  sectorial  en  relación  con  el  RMSER  —como se  hace  eco  la  propia
persona denunciante—. 

En cualquier caso, debe recordarse que la  eventual inobservancia  de obligaciones de publicidad
electrónica impuestas  por  la  normativa  legal  u  ordinaria  escapan  a  las competencias de
supervisión  de  este  Consejo,  debiendo  ser  consideradas,  en  su  caso, en  el  ámbito  de  los
procedimientos  que  puedan  instarse  al  respecto  en  sede  administrativa  o  jurisdiccional  de
conformidad con el régimen jurídico que resulte aplicable en cada caso. Toda vez que la función
de control que este Consejo ejerce sobre la publicidad activa aparece delimitada por lo dispuesto
en el art. 23 LTPA, en los términos siguientes: 
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“Sin perjuicio del control interno que establezca cada entidad o Administración de acuerdo
con sus propias normas organizativas, el Consejo de Transparencia y Protección de Datos de
Andalucía  podrá  efectuar,  por  iniciativa  propia  o  como  consecuencia  de  denuncia,
requerimientos para la subsanación de los incumplimientos que pudieran producirse de las
obligaciones establecidas en este título ['Título II. La publicidad activa']”.

Por consiguiente,  esta institución  no está llamada a  verificar  todas y cada una de las concretas
exigencias de publicidad telemática que pueda imponer la correspondiente normativa sectorial,
sino únicamente aquellas que sean reconducibles al sistema de publicidad activa  definido  en el
reiterado Título II LTPA.

Así pues, al recaer los hechos denunciados sobre unas presuntas actuaciones que en ningún caso
vienen referidas a obligación alguna de publicidad activa en los términos ya expuestos,  procede
declarar el archivo de la denuncia presentada.

Como es obvio, lo recién expuesto no impide que la persona  ahora  denunciante  ―al igual que
cualquier otra persona―, en ejercicio del derecho de acceso a la información pública previsto en el
art.  24  LTPA  —en consonancia  con lo  expuesto  en  el  Fundamento  Jurídico  Segundo—,  pueda
solicitar información en relación con los expedientes que, incluidos en el RMSER, obre en poder de
la  referida Gerencia Municipal. Solicitud que en el caso de ser inobservada o inadecuadamente
atendida  podría  legitimar  la  interposición  de una reclamación  ante  este  órgano de control  al
amparo de lo que establece el citado artículo. 

En virtud de los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos citados se dicta la siguiente

RESOLUCIÓN

Único. Se declara el archivo de la denuncia presentada por XXX contra la Gerencia Municipal de
Urbanismo,  Obras  e  Infraestructuras  del  Ayuntamiento  de  Málaga,  por  no  acreditarse  el
incumplimiento de obligaciones de publicidad activa.

Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer recurso potestativo de
reposición ante este Consejo, en el plazo de un mes, o interponer directamente recurso contencioso-
administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso Administrativo de Sevilla, que por turno corresponda,
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de su notificación, de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 30.4, 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en los artículos 8.3 y 46.1 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso administrativa.

EL DIRECTOR DEL CONSEJO DE TRANSPARENCIA
Y PROTECCIÓN DE DATOS DE ANDALUCÍA

Esta resolución consta firmada electrónicamente.
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